Oposición del Colegio a 2 proyectos

(Mayo 2003)




El pasado lunes 28 de abril, el Colegio Público de Abogados convocó a una “charla debate” para analizar, según decía la convocatoria, con los socios que quisieran concurrir, los proyectos de ley que ese Colegio había elaborado respecto a la creación de una caja de seguridad social y una caja de jubilaciones para abogados de la ciudad de Buenos Aires.

 



Nuestro Colegio, firme defensor de la libertad, y por tanto contrario a todo intervencionismo y estatismo relacionado con la abogacía, en el mes de diciembre pasado, cuando tomó conocimiento de la iniciativa indicada, hizo pública una declaración oponiéndose, por atentar contra la libre decisión de los letrados, a la creación de dichas cajas, que funcionarían con aportes obligatorios a realizar por los abogados e incluso por los clientes que requirieran la tarea de los primeros.

 



El Colegio Público ya ha remitido los proyectos mencionados a distintos legisladores de la ciudad, sin haberlos sometido previamente a debate en el propio seno del Colegio. Debe tenerse en cuenta que los dos proyectos de ley afectan no solo económica, sino también moralmente a los abogados, obligatoriamente agremiados en el Colegio Público y ahora también pretendidamente obligados a crear una obra social médica y una caja de jubilaciones especiales. 

 



En la referida “charla debate”, a la que concurrieron más de cien profesionales, se planteó la necesidad, como moción de orden (Dra. Stratta), de pedir la devolución de los proyectos anotados para que sean analizados inmediatamente por los socios del colegio. La Vicepresidente a cargo de la charla debate en cuestión denegó la petición, y sostuvo que solo iban a informar sobre el contenido de tales presentaciones a la legislatura. Ante tal  afirmación imperativa, la gran mayoría de  los abogados concurrentes se retiraron, entendiendo que la charla debate, por lo dicho carecía de todo contenido democrático. Mal se puede debatir lo que ya está resuelto inaudita parte.

 



Si bien dejamos para más adelante una explicación mas extensa del contenido de tales pretensiones legislativas, nos parece conveniente resaltar que nuestra oposición se basa fundamentalmente en las siguientes razones:

Caja de jubilaciones:

crea un irritante privilegio corporativo para los abogados, pues la creación de la caja se constituiría con el  aporte obligatorio de todos los abogados de la ciudad, encareciéndose así el ejercicio de la actividad profesional al originar necesariamente dicho aporte un traslado de costo a los honorarios que se perciban.

se trata de una jubilación especial que además perjudica el acceso de la ciudadanía a la justicia, pues hace mas lenta y mas costosa la resolución final. 

Es claramente inconstitucional, pues está vedada la creación de nuevas cajas jubilatorias por el art. 125 de la Constitución Nacional.

El proyecto parte del supuesto que las AFJP y el Estado, dispondrán el traspaso de los aporte que actualmente perciben y han percibido, a las cajas que serán administradas por los abogados designados al efecto. Es claro el perjuicio para los abogados.  

La ley le reserva a los directivos de las cajas el derecho de establecer nuevas gabelas si los fondos recaudados con los honorarios percibidos por los abogados no son suficientes para mantener el funcionamiento de la caja. Es decir, que nuestro patrimonio quedará en manos de quienes dirigen esta nueva organización paraestatal. Además, les permitirá a estos funcionarios - abogados - inspectores, revisar las constancias de los estudios jurídicos, enterándose de quienes son los clientes que concurren a exponer sus problemas a quienes reciben esas visitas bajo la protección del secreto profesional, que de la  manera expuesta podría violarse.

En cuanto al proyecto de creación de una caja de prestaciones sociales, se  crea una nueva burocracia sindical pretendiendo poner en funcionamiento una obra social administrada por abogados y con un gasto administrativo sustancial, pues se reserva para ello el 6% de los aportes obligatorios que deberán efectuar los abogados para la administración del sistema. No se trata ni siquiera de una forma para obtener mejores prestaciones médicas, sino que la finalidad es crear una obra social al mejore estilo gremial. No es de descartar que el Colegio deba afrontar cualquier quebranto que dicha obra social produzca, tal como ha acontecido en muchísimas prestadoras médicas, tanto sindicales como del sistema prepago.

 


 Debemos señalar, por último, que se obliga a los clientes de los abogados a efectuar un aporte dinerario sobre los honorarios que oblen, ello con destino a las instituciones que se crean en beneficio de los letrados. Es decir, que se obliga a los clientes a mantener los sistemas presuntamente beneficiosos para los abogados.

 


Hoy, cuando es indispensable realizar todas las acciones posibles para que la ciudadanía concurra a resolver sus conflictos ante la justicia, se pretende, con un privilegio agraviante de la libertad, encarecer el costo que deberá afrontar el pueblo si quiere la intervención de abogados y del Poder Judicial.

  


Por todo lo expuesto, y las explicaciones que seguiremos brindando por este medio, es que el Colegio de Abogados de la Ciudad de Buenos Aires ha resuelto enfrentar decididamente las pretensiones del Colegio Publico y proponer, respecto de la asistencia médica solidaria, un planteo alternativo que no provenga de nuevos aportes dinerarios, y mucho menos que los mismos sean obligatorios.

 


El Colegio Público cuenta con ingentes fondos para atender a una urgente y solidaria necesidad médica, pero todo debe efectuarse dentro de la transparencia y la equidad. 


Invitamos a todos los abogados que compartan nuestro criterio a defender la dignidad de la profesión, la libertad, el secreto profesional y la relación con nuestros clientes.

